
 

 

Señor 

JUEZ CONSTITUCIONAL DE TUTELA (REPARTO) 

Ciudad 

 

 

REFERENCIA: ACCIÓN DE TUTELA  

 

ACCIONANTE:    MAGLOIDE PALACIOS VALOYES   

ACCIONADO:    COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL CNSC Y 
UNIVERSIDAD LIBRE    

 

 

MAGLOIDE PALACIOS VALOYES  identificada con C.C. 35.601.822. actuando en 
nombre propio presento ante su Despacho acción de tutela para que sean protegidos 
mis Derechos Constitucionales Fundamentales a la petición,Trabajo digno, al libre 
acceso a cargos públicos, al mérito y a la función pública  , que están siendo 
vulnerados  por el  COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL CNSC Y 
UNIVERSIDAD LIBRE   tal como se expone en los siguientes, 

 

HECHOS 

 

PRIMERO: Mediante acuerdo No. 2168 de 2021 de la CNSC se realiza la convocatoria 
a concursoapa el proceso de selección N° 2150 a 2237 de 2021, 2316 y 2406 de 2022 
– Directivos Docentes y Docentes. También mediante acuerdo modificatorio, 136 de 
marzo 2022 y 297 de mayo 2022. 

 

SEGUNDO: El decreto 1278 de 2002 en su artículo 29 del capítulo IV, que reza sobre 
los principios de la evaluación, en el literal E, contempla: “Transparencia: amplio 

conocimiento por parte de los docentes evaluados de los instrumentos, criterios y 
procedimientos de evaluación”.   

 

TERCERO: Realicé mediante el aplicativo SIMO la inscripción el día lunes 6 de junio 
2022 15:47 P.M, con fecha de actualización día lunes 6 de junio 2022 15:47 P.M,  con 
número de inscripción 476534989 para el empleo número OPEC No. 184241 
denominado COORDINADOR, código: 29950247, jerarquía Directivo docente, 
dispuesto para la Secretaría de Educación, el municipio de Medellín No rural, de la 

mencionada convocatoria. 

 

CUARTO: Me presente y realice la prueba en la dirección CALLE 73 N 76A 354 

ITM INSTITUTO TECNOLOGICO METROPOLITANO DE MEDELLIN SEDE 
ROBLEDO, Bloque: D, PISO 3 SALON AULA B LEARNING D 309, Fecha y 
Hora:   2022-09-25 07:15.  

 



 

 

QUINTO: El cuadernillo de preguntas era personalizado; ya que, cada hoja tenía mi 
nombre completo y número de cédula. 

 

SEXTO: Que los resultados fueron publicados el día 3 de noviembre de 2022 en  la 
plataforma para del SISTEMA DE APOYO PARA LA IGUALDAD EL MÉRITO Y LA 
OPORTUNIDAD (SIMO), obteniendo un puntaje de 64.10 en la Prueba de Aptitudes y 
Competencias Básicas, Directivos docentes – NO RURAL y un puntaje de 60.71 en la 
Prueba Psicotécnica – Directivos docentes. Con una calificación total de 44.36 el cual 
me elimina del proceso de selección y se  desconoce mi vital experiencia  como 
docente. 

 

SÉPTIMO: Debido a inconsistencias encontradas en el , hicecalificación de la prueba, 
uso de mi derecho a la reclamación dentro de los tiempos propuestos para solicitar 
acceso a mis pruebas.  

 

OCTAVO: Se me permitió acceso a los resultados del examen el día 27 de noviembre 
del 2022 desde las 8:15AM y por un plazo de dos horas, en la dirección: CALLE 78 B 
N° 72A 220, TECNOLOGICO DE ANTIOQUIA, en Medellín, Bloque: 13,  PISO 3 
SALON 13302.    

 

NOVENO: Luego de tener acceso a los resultados de la prueba, encuentro que no hay 
correlación entre el número de resppestas correctas e incorrectas con la calificación 
asignada, teniendo en cuenta los documentos exppedidos por la CNSC. Donde se 
asigna     un puntaje en la prueba de aptitudes y competencias de 64.10, incoherente 
al tener  77  respuestas correctas de 110  y la aptitud psicotécnica de 60.71 puntos, 
incoherentes al tener 38 respuestas correctas de 56, obteniendo un resultado final de 
44.36.  

 



 

 



 

 

 

  
DÉCIMO: Usando y argumentando las inconsistencias encontradas se presenta el 

derecho de petición y reclamación ante los resultados, mediante el mecanismo 
acordado por la CNSC en el numeral 2.7 del anexo de los acuerdos del proceso de 
selección,  siendo este desde el 28 de noviembre a las 00:00h y hasta el 29 de 
noviembre a las  23:59h del 2022 mediante el aplicativo y pagina web SIMO dispuesta 
como único medio para dicho trámite, bajo número de solicitud 553582529, bajo el 
asunto “Revisión y ajuste a la calificación de la prueba“. Con documentos anexos 
como prueba de la reclamación No. 554873875 y 553584409, y  “Revisión y ajuste a 
la calificación de la prueba psicotécnica” N° 554969824.  

 

DÉCIMO PRIMERO: Recibida la respuesta al derecho de petición, queja o 
reclamación, el 2023-02-02 16:00, con el asunto “Respuesta a la reclamación contra 
los resultados publicados de las Pruebas Escritas presentadas en el marco del 
Proceso de Selección No. 2150 a 2237 de 2021, 2316, 2406 de 2022 Directivos 
Docentes y Docentes, Población Mayoritaria, zonas rural y no rural.  , la cual no me 
encuentro conforme por falta de información específica del proceso de puntuación o 
calificación; puesto que, muestran una formula no contemplada en ninguno de los 
procesos de convocatoria y tampoco explica  de qué manera se calcula una constante 
agregada a la formula, citando textualmente “Tenga en cuenta que la proporción de 
referencia en su OPEC es: 0.75450 y su proporción de aciertos es: 0.69090.” Tomando 
en cuenta la proporción de aciertos, el puntaje sería 70.00 y no 64.10. 

 

DÉCIMO SEGUNDO: Recibida la respuesta al derecho de petición, queja o reclamación, 

el 2023-02-02 16:00, con el asunto “Respuesta a la reclamación contra los resultados 
publicados de las Pruebas Escritas presentadas en el marco del Proceso de Selección No. 
2150 a 2237 de 2021, 2316, 2406 de 2022 Directivos Docentes y Docentes, Población 
Mayoritaria, zonas rural y no rural.  , la cual no me encuentro conforme, porque en la hoja de 
respuesta que me entrgaron para la revisión el 27 de noviembre del 2022, la respuesta 29 
aparecía macada claramente en la opción B, pero en la tabla de relación de respuestas que 
la CNSC y la Unviversidad Libre, me enviaron el 2023-02-02, aparece que fue error porque, 
según el documento en dicha respuesta aparece marcada la opción C 



 

 

 

 

 

DÉCIMO TERCERO: Que el derecho de petición y reclamción, fue finalizado, sin 

permitir expresar mi inconformidad sobre la formula usada para la puntuación, al no 
explicar el procedimiento con el cual fue obtenido esa constante de proporcion de 
referencia de la OPEC, con un valor de 0.75450, el cual puede ser de cualquier valor 
y pueda afectar los resultados finales de la puntuación. Además, en la convocatoria 
no aparece especificado que para sacar el puntaje mínimo aprobatorio de 70, debe 
ser con un porcentaje de aciertos mayor al 75.45 % de las preguntas. La respuesta a 

la reclamación fue entregada el día 2 de febrero del 2023,  violando de forma expresa 
mi derecho fundamental de petición, a una respuesta acorde, oportuna y de fondo. Y 
que el mecanismo para entregar las peticiones de dicho concurso fue cerrado sin más 
posibilidades, conforme indicaron en el acuerdo de la  convocatoria.  

 

 



 

 

  
 

 

   



 

 

 

DÉCIMO CUARTO: Que en ningún momento, ni en los acuerdos de la  convocatoria y 
sus anexos se expresa la formula que se tendrá en cuenta para calificar cada una de 
las pruebas por lo que se da a entender que cada pregunta equivale a la misma 
puntuación.  

 

DÉCIMO QUINTO: Se presenta incoherencia en las respuestas dadas por ustedes en 
la reclamación; debido a que, en el párrafo 2 de la pag 7, se expresa “Respecto a su 
solicitud, se le informa que se realizó una confrontación entre el string de 
respuestas generado a partir de la lectura óptica de su hoja de respuesta versus 
su hoja de respuestas física con el fin de verificar que exista total concordancia 
entre los dos, encontrando una coincidencia del 100 %”, pero, en el mismo 
documento, en la justificación de la formula matemática, se encuentra que sólo hay 76 
respuestas como aciertos, situación que difiere de lo expresado inicialmente en la 
reclamación presentada por mí, allí se hace  referencia en los artículos sexto, octavo 
y noveno, donde expreso el número de respuestas correctas, imputadas y las 

incorrectas. 

  



 

 

 

  



 

 

  

 

 

DÉCIMO SEXTO: En ninguna parte de la convocatoria al concurso de méritos en el  

marco del Proceso de Selección No. 2150 a 2237 de 2021, 2316, 2406 de 2022 
Directivos Docentes y Docentes, Población Mayoritaria, zonas rural y no rural, se dió a 
conocer una formula matemática que determinara la aprobación o no a la prueba de 
aptitud  y competencias básicas; pues, sólo se muestra dicha formula en la respuesta 
dada por la CNSC y la Universidad Libre, posterior a la reclamación instaurada por mí, 
situación que me coloca en desventaja  con la CNSC y la Universidad Libre como únicos 
responsables del proceso.   

 

DÉCIMO SÉPTIMO: Se realiza la ponderación al resultado de la prueba de aptitud y 
competencias básicas y la psicotécnica y se muestra como valor definitivo para 
continuar o no en el concurso, cuando es sólo con el resultado de la prueba de aptitud 
y competencias básicas que se define la continuidad o no en el concurso.   



 

 

 

 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Fundamentos de ley:  

 

LEY 1755 DE 2015 ARTÍCULO 14. Términos para resolver las distintas 
modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción 
disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes 
a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes 
peticiones: 

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los 
diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al 
peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha 
sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de 
dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán 
dentro de los tres (3) días siguientes. 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en 
relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días 
siguientes a su recepción. 

 



 

 

PARÁGRAFO. Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los 
plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, 
antes del vencimiento del término señalado en la ley, expresando los motivos de la 
demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, 
que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto. 

 

ARTICULO 14o. LEY 1755/2015: TERMINO PARA RESOLVER: “. Salvo norma 

legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro 
de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial 
la resolución de las siguientes peticiones: 

1. las peticiones de documento y de información deberán resolverse dentro de los diez 
(10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al 
peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud 
ha sido aceptada, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega 
de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán 
dentro de los tres (3) días siguientes. 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en 
relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) 
días siguientes a su recepción. 

 

ARTICULO 14o. LEY 1755/2015: TERMINO PARA RESOLVER: “. Salvo norma 

legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse 
dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término 
especial la resolución de las siguientes peticiones: 

3. las peticiones de documento y de información deberán resolverse dentro de los 
diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al 
peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud 
ha sido aceptada, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de 
dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán 
dentro de los tres (3) días siguientes. 

4. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en 
relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días 
siguientes a su recepción.  

 

PARÁGRAFO: Cuando excepcionalmente no fuere posible resolver la petición en los 
plazos aquí señalados, la autoridad debe informar esta circunstancia al interesado, 
antes del vencimiento del término señalado en la ley expresando los motivos de la 
demora y señalando a la vez el plazo razonable en que se resolverá o dará respuesta, 
que no podrá exceder del doble del inicialmente previsto.



 

 

ARTICULO 7o. LEY 1437/2011: DESATENCIÓN DE  LAS PETICIONES:  

 

 “La falta de atención a las peticiones de que trata este capítulo, la inobservancia de los 
principios consagrados en el artículo 3o. y la de los términos para resolver o contestar, 
constituirán causal de mala conducta para el funcionario y darán lugar a las sanciones 
correspondientes.” 

Finalmente, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha indicado de manera 

reiterada, respecto de los alcances y requisitos del derecho de petición, que: 

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los 
mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se 
garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la 
participación política y a la libertad de expresión. 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 
oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad 
si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. Oportunidad. 2. Debe resolverse 
de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado. 3. Ser puesta en 
conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una 
vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se 
concreta siempre en una respuesta escrita. 
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes 
ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas 
cuando la ley así lo determine. 
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante 
particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un 
servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera 
igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición 
se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, 
puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra 
particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental 
solamente cuando el Legislador lo reglamente. 
g). En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la 
administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude 
al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. 
De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la 
imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá 
explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para 
este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que 
deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe 
anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de 
instancia que ordena responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, 
la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas 
siguientes. 

h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación 
de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El  silencio 

administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de 
petición. 

El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una 
expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T- 
294 de 1997 y T-457 de 1994.” (T-332 del 1º de junio de 2015, Magistrado Ponente: 
Dr. Alberto Rojas Rios). 

 

 

FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL: 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA ARTICULO 86 Toda persona tendrá acción de tutela para 

reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento 



 

preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección 
inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad 
pública. 

La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la 
tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, 
podrá impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte 

Constitucional para su eventual revisión. 

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa 
judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable. 

En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su 

resolución. 

La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares 
encargados de la prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y 
directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el solicitante se halle en estado 
de subordinación o indefensión 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA  ARTICULO 23. Toda persona tiene derecho a presentar 

peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a 
obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante 
organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales. 

 

DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS 

 

Considero como vulnerados los Derechos Fundamentales a la petición,Trabajo digno, 
al libre acceso a cargos públicos, al mérito y a la función pública. 

 

FUNDAMENTO JURISPRUDENCIAL DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 

 Es preciso señalar que la actuación de COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 
CNSC Y UNIVERSIDAD LIBRE , constituye una vulneración a mi derecho fundamental 
de petición, al Trabajo digno, al libre acceso a cargos públicos, al mérito y a la 
función pública, desconociendo la Constitución y la Ley, razón por la cual puedo acudir 
al mecanismo de amparo previsto en el artículo 86 de la Constitución Nacional. 

 

1-. DERECHO DE PETICIÓN. 
 

 

El artículo 23 de la Constitución de 1991 consagra este derecho en los 

siguientes términos: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las 

autoridades  por motivos de interés general o particular y a obtener pronta 

resolución. El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones 

privadas para garantizar los derechos fundamentales.” 

 

La Ley 1437 de 2011 en sus artículos 4, 5, 13 y ss, y la ley 1755 de 2015 

establece las reglas generales del Derecho de Petición ante las autoridades. 

 

La honorable Corte Constitucional mediante Sentencia T-266/04, 



 

Magistrado Ponente ALVARO TAFUR GALVIS, reiteró la línea jurisprudencial 

manifestando alrespecto lo siguiente: 

 

“4.1. Contenido y Alcance. 

Esta Corporación mediante diversa jurisprudencia ha establecido el carácter de 

derecho fundamental constitucional de que goza el derecho de petición]. Es así 

como el artículo 23 de la Constitución Nacional faculta -a toda persona 

para  presentar peticiones respetuosas ante las autoridades- y principalmente a 

obtener pronta respuesta a su solicitud. En ese sentido, el artículo 5º] del Código 

Contencioso Administrativo prevé el ejercicio de ese derecho. 

En esa medida se ha entendido, que el derecho fundamental de petición consiste 

no solamente en el derecho a obtener una pronta resolución a la solicitud por 

parte  de la autoridad a quienes es formulada, sino que correlativamente implica 

la  obligación por parte de éstas de resolver de fondo y además de manera clara 

y precisa el pedimento. 

Igualmente, la línea jurisprudencial de la Corte ha señalado que la resolución del 

derecho de petición debe producirse dentro de un término razonable, que debe 

ser lo más corto posible, pues de lo contrario al extenderse ese lapso sin 

justificación alguna y con ello la decisión de la solicitud, esa situación conlleva la 

violación de la  Constitución, pues se debe entender que el ejercicio del derecho 

de petición está sometido a los principios que gobiernan la función 

administrativa. 

Cabe destacar que esta Corporación mediante sentencia T-377 de 2000, M.P. 

Alejandro Martínez Caballero, precisó las reglas básicas que rigen el derecho de 

petición. En aquella ocasión dijo la Corte: 

a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de 

los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se 

garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, 

a la participación política y a la libertad de expresión. 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y 

oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la 

autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 

c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe 

resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. 

ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos 

se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de 

petición. 

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se 

        concreta siempre en una respuesta escrita. 

 

 



 

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a 

quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones 

privadas cuando la ley así lo determine. 

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante 

particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta 

un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de 

petición  opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el 

derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de 

otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la 

tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un 

derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente. 

g). En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que 

tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, 

se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días 

para  resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí 

dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad 

o el particular  deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se 

realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término 

será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o 

la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha 

confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordena responder 

dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada 

por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes. 

h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la 

obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El 

silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el 

derecho de petición. 

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta 

una     expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta.” 

Así mismo, ha sostenido esta Corporación que existe vulneración al derecho 

fundamental de petición en aquellos eventos en los que la Administración se 

restringe a informar al interesado que el asunto de su petitoria se encuentra en 

trámite, sin que le suministre a éste una fecha probable de resolución, toda vez 

que, si bien a primera vista no existe vulneración al derecho de petición pues al 

administrado se le resolvió su solicitud prontamente, esa contestación no 

resuelve el fondo de su pedimento y contrario sensu lo deja en una posición total 

de incertidumbre en relación con su situación. 

Así pues, si bien es cierto que el derecho de petición no implica necesariamente 

que éste sea resuelto en un sentido específico, su núcleo esencial lleva implícita 

la   facultad de exigir por parte de la autoridad pública ante la que es formulado 

una actuación tendiente a su resolución en aras de garantizar los derechos y 



 

deberes del peticionario, de forma tal que, el pedimento solo se verá satisfecho 

en la medida   en que la autoridad pública otorgue una respuesta efectiva a las 

demandas ciudadanas. 

 En cuanto a la acción de tutela como mecanismo idóneo para la protección del derecho 
al acceso al ejercicio de la función pública, en sentencia T 604 de 2013, dispuso:  
“Esta corporación ha determinado que las acciones contencioso administrativas no 
protegen en igual grado que la tutela, los derechos fundamentales amenazados o 
vulnerados en los procesos de vinculación deservidores públicos, cuando ello se hace 
por concurso de méritos, ya que la mayoría de veces debido a la congestión del aparato 
jurisdiccional, el agotamiento de las mismas implica la prolongación de la vulneración en 
el tiempo.  
2. En cuanto a la máxima protección del derecho al mérito, la H. Corte Constitucional, en 
sentencia T 502 de 2010, manifestó:  
 
“La Constitución de 1991 señaló que el principio constitucional del mérito se materializa 
a través del concurso público, el cual, tiene como finalidad “evitar que criterios diferentes 
a él sean los factores determinantes del ingreso, la permanencia y el ascenso en carrera 
administrativa”. Entonces, el objetivo del concurso público es hacer prevalecer el mérito 
de los aspirantes que pretenden acceder a un cargo de la función pública. Este concurso 
despliega un proceso en el cual se evalúan las calidades de cada uno de los candidatos 
bajo condiciones de igualdad, y así excluir nombramientos “arbitrarios o clientelistas o, 
en general, fundados en intereses particulares distinto a los auténticos intereses públicos 
3. Que la Sentencia SU-446 de 2011, M.P Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, Expresó: Por 
tanto, si lo que inspira el sistema de carrera es el mérito y la calidad, son de suma 
importancia las diversas etapas que debe agotar el concurso público. En las diversas 
fases de éste, se busca observar y garantizar los derechos y los principios fundamentales 
que lo inspiran, entre otros, los generales del artículo 209 de la Constitución Política y 
los específicos del artículo 2 de la Ley 909 de 2004 (…). La sentencia C-040 de 1995 
(…) reiterada en la SU-913 de 2009 (…), explicó cada una de esas fases, las que por 
demás fueron recogidas por el legislador en el artículo 31 de la Ley909 de 2004 (…). 
Dentro de este contexto, la convocatoria es, entonces, “la norma reguladora de todo 
concurso y obliga tanto a la administración, como a las entidades contratadas para la 
realización del concurso y a los participantes”, y como tal impone las reglas de obligatoria 
observancia para todos, entiéndase administración y administrados concursantes. Por 
tanto, como en ella se delinean los parámetros que guiarán el proceso, los participantes, 
en ejercicio de los principios de buena fe y confianza legítima, esperan su estricto 
cumplimiento. La Corte Constitucional ha considerado, entonces, que el Estado debe 
respetar y observar todas y cada una de las reglas y condiciones que se imponen en las 
convocatorias, porque su desconocimiento se convertiría en una trasgresión de principios 
axiales de nuestro ordenamiento constitucional, entre otros, la transparencia, la 
publicidad, la imparcialidad, así como el respeto por las legítimas expectativas de los 
concursantes (…). Es indiscutible, entonces, que las pautas del concurso son 
inmodificables y, en consecuencia, a las entidades no le es dado variarlas en ninguna 
fase del proceso, por cuanto se afectarían principios básicos de nuestra organización, 
como derechos fundamentales de los asociados en general y de los participantes en 
particular.  

4. La acción de tutela establecida en el artículo 86º de la Constitución Política de 
Colombia procede como mecanismo de defensa y protección inmediata de los 
derechos fundamentales, únicamente cuando el afectado no dispone de otro medio de 
defensa judicial, salvo que, existiendo, se utilice como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable. Está legitimada toda persona que considere 
amenazados o vulnerados sus derechos fundamentales por cualquier autoridad 
pública, y en el caso que nos ocupa, buscamos dar cumplimiento a las reglas 
procesales establecidas en el Proceso de Selección Convocatorias para el Proceso 

de Selección No. 2150 a 2237 de 2021, 2316 y 2406  de 2022 - Directivos Docentes y 
Docentes población mayoritaria zona rural y no rural de la CNSC, . 

. De conformidad con la sentencia SU-553 de 2015. La sala plena de la Honorable Corte 
Constitucional, recordó que la acción de tutela procede de manera excepcional para 
proteger los derechos fundamentales que resulten vulnerados con ocasión de 
expedición de actos administrativos en materia de concurso de méritos y, por 



 

tanto, solo resulta procedente en dos supuestos (i) cuando el medio de defensa 
existe, pero en práctica es ineficaz para amparar el derecho fundamental, lo que se 
traduce en un claro perjuicio al actor; y (ii) cuando se ejerce la acción de tutela 
como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  
 
5. VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE TRANSPARENCIA POR PARTE DE LA COMISION 
NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL CNSC Y UNIVERSIDAD LIBRE    Este principio alude 
a la claridad con que deben desarrollarse las actividades y procedimientos de la 
administración, así como la publicidad e imparcialidad que deben caracterizarles a 
efectos de que se garantice la realización del interés general, la moralidad administrativa, 
la igualdad y el derecho de contradicción delos asociados. Sobre el particular, la Corte 
Constitucional Sala ha señalado lo siguiente: “[…] Mediante la transparencia se garantiza 
la igualdad y el ejercicio del poder con acatamiento de la imparcialidad y la publicidad. 
Transparencia quiere decir claridad, diafanidad, nitidez, pureza y translucidez. Significa 
que algo debe ser visible, que puede verse, para evitar la oscuridad, lo nebuloso, la 
bruma maligna que puede dar sustento al actuar arbitrario de la administración. Así, la 
actuación administrativa, específicamente la relación contractual, debe ser ante todo 
cristalina […]” Los artículos 86 de la Carta Política y 6 del Decreto 2591 de 1991 señalan 
que la acción de tutela solo procede cuando el afectado no disponga de otro medio de 
defensa judicial, o cuando se utilice como un mecanismo  
 



 

 
transitorio para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. En este sentido, tanto la 
Corte Constitucional, como el Consejo de Estado y la Corte Suprema de justicia actuando 
como jueces constitucionales, han establecido que un medio judicial ÚNICAMENTE 
excluye la acción de tutela cuando sirve en efecto y con suficiente aptitud a la 
salvaguarda del derecho fundamental invocado. En la Sentencia SU-913 de 2009, se 
analizó el tema de la procedibilidad de la acción de tutela como mecanismo de protección 
de los derechos de quienes participan en concurso de méritos, al respecto indicó: “(...) la 
doctrina constitucional ha reiterado que al estar en juego la protección de los derechos 
fundamentales al trabajo, la igualdad y el debido proceso de quienes participaron en un 
concurso de méritos y fueron debidamente seleccionados, la Corte Constitucional asume 
competencia plena y directa, aun existiendo otro mecanismo de defensa judicial, al 
considerar que la tutela puede “desplazar la respectiva instancia ordinaria para 
convertirse en la vía principal de trámite del asunto”, en aquellos casos en que el 
mecanismo alterno no es lo suficientemente idóneo y eficaz para la protección de estos 
derechos. Considera la Corte que en materia de concursos de méritos para la provisión 
de cargos de carrera se ha comprobado que no se encuentra solución efectiva ni 
oportuna acudiendo a un proceso ordinario o contencioso, en la medida que su trámite 
llevaría a extender en el tiempo de manera injustificada la vulneración de derechos 
fundamentales que requieren de protección inmediata. Esta Corte ha expresado, que, 
para excluir a la tutela en estos casos, el medio judicial debe ser eficaz y conducente, 
pues se trata nada menos que de la defensa y realización de derechos fundamentales, 
ya que no tendría objeto alguno enervar el mecanismo de tutela para sustituirlo por un 
instrumento previsto en el ordenamiento legal que no garantice la supremacía de la 
Constitución en el caso particular”. (Negrillas del suscrito).  

6. De igual manera la sentencia T 800 de 2011, la Honorable Corte Constitucional al 
analizar la procedencia de la acción de tutela para controvertir actos de asignación de 
puntajes en concursos de mérito, que igual podría ser de cualquier otro requisito, como 
el que nos ocupa en el presente, señaló: “Aun cuando para este caso hay otro medio de 
defensa judicial susceptible de ser ejercido ante la justicia contencioso-administrativa, lo 
cierto es que no puede asegurarse que sea eficaz, pues la terminación del proceso podría 
darse cuando ya se haya puesto fin al concurso de méritos, y sea demasiado tarde para 
reclamar en caso de que el  
 
 

EL SISTEMA DE CARRERA ADMINISTRATIVA, EL CONCURSO 

PÚBLICO DE MÉRITOS: LA OBLIGATORIEDAD DE LAS REGLAS Y SUS 

ALCANCES 

3.1. El artículo 125 de la Constitución establece el mérito como criterio para 

la provisión de cargos públicos dentro de la administración y que consiste en 

los términos de la jurisprudencia de esta Corporación, en que el Estado pueda 

“contar con servidores cuya experiencia, conocimiento y dedicación 

garanticen, cada vez con mejores índices de resultados, su verdadera aptitud 

para atender las altas responsabilidades confiadas a los entes públicos, a 

partir del concepto según el cual el Estado Social de Derecho exige la 

aplicación de criterios de excelencia en la administración pública”20 . 

Igualmente, el mismo precepto establece que el mecanismo idóneo para 

hacer efectivo el mérito es el concurso público. En los términos de este 

artículo: “Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido 

determinado por la Constitución o la ley, serán nombrados por concurso 

público.” 21 3.2. La importancia de la carrera administrativa como pilar del 

Estado Social de Derecho, se puso de relieve por esta Corporación en la 

sentencia C588 de 2009, al declarar la inexequibilidad del Acto Legislativo No 



 

01 de 2008, que suspendía por el término de tres años la vigencia del artículo 

125 constitucional. En el mencionado pronunciamiento se indicó que el 

sistema de  carrera administrativa tiene como soporte principios y 

fundamentos propios de la definición de Estado que se consagra en el 

artículo 1 constitucional, cuyo incumplimiento o inobservancia implica el 

desconocimiento de los fines estatales; del derecho a la igualdad y la 

prevalencia de derechos fundamentales de los ciudadanos, tales como el 

acceso a cargos públicos y el debido proceso. Como consecuencia de lo 

anterior, en dicho pronunciamiento se concluyó que “la carrera administrativa 

es, entonces, un principio constitucional y, por lo mismo, una de las garantías 

cuyo desconocimiento podría acarrear la sustitución de la Constitución” 22, 

en donde la inscripción automática, sin el agotamiento de las etapas del 

proceso de selección, resultaba abiertamente contraria a los principios y 

derechos en los que se erige la Constitución de 1991. 3.3. Por tanto, si lo 

que inspira el sistema de carrera son el mérito y la calidad, son de suma 

importancia las diversas etapas que debe agotar el concurso público. En las 

diversas fases de éste, se busca observar y garantizar los derechos y los 

principios fundamentales que lo inspiran, entre otros, los generales del 

artículo 209 de la Constitución Política y los específicos del artículo 2 de la 

Ley 909 de 200423. La sentencia C040 de 199524 reiterada en la SU-913 de 

200925, explicó cada una de esas fases, las que por demás fueron recogidas 

por el legislador en el artículo 31 de la Ley 909 de 2004. Así: 

 

“            1. Convocatoria. … es la norma reguladora de todo concurso y obliga tanto a la        
administración, como a las entidades contratadas para la realización del concurso y a 
los participantes. (subrayas fuera de texto). 

a. Reclutamiento. Esta etapa tiene como objetivo atraer e inscribir el 

mayor número de aspirantes que reúnan los requisitos para el 

desempeño de los empleos objeto del concurso. 

b. Pruebas. Las pruebas o instrumentos de selección tienen como 

finalidad apreciar la capacidad, idoneidad y adecuación de los aspirantes 

a los diferentes empleos que se convoquen, así como establecer una 

clasificación de los candidatos respecto a las calidades requeridas 

para desempeñar con efectividad las funciones de un empleo o cuadro 

funcional de empleos. La valoración de estos factores se efectuará a 

través de medios técnicos, los cuales deben responder a criterios de 

objetividad e imparcialidad. 

c. Listas de elegibles. Con los resultados de las pruebas…se elaborará 

en estricto orden de mérito la lista de elegibles que tendrá una vigencia 

de dos 

(2) años. Con ésta y en estricto orden de mérito se cubrirán las vacantes 

para las cuales se efectuó el concurso. 



 

d. Período de prueba. La persona no inscrita en carrera administrativa 

que haya sido seleccionada por concurso será nombrada en período de 

prueba, por el término de seis (6) meses, al final de los cuales le será 

evaluado el desempeño, de acuerdo con lo previsto en el reglamento. 

“Aprobado dicho período, al obtener evaluación satisfactoria, el empleado 

adquiere los derechos de la carrera, los que deberán ser declarados 

mediante la inscripción en el 

Registro Público de la Carrera Administrativa. De no obtener calificación 

satisfactoria del período de prueba, el nombramiento del empleado será 

declarado insubsistente” (subrayas fuera de texto). 

Dentro de este contexto, la convocatoria es, entonces, “la norma 

reguladora de todo concurso y obliga tanto a la administración, como a las 

entidades contratadas para la realización del concurso y a los 

participantes”, y como tal impone las reglas que son obligatorias para 

todos, entiéndase administración y administrados-concursantes. Por 

tanto, como en ella se delinean los parámetros que guiarán el proceso, los 

participantes, en ejercicio de los principios de buena fe y confianza 

legítima, esperan su estricto cumplimiento. La Corte Constitucional ha 

considerado, entonces, que el Estado debe respetar y observar todas y 

cada una de las reglas y condiciones que se imponen en las convocatorias, 

porque su desconocimiento se convertiría en una trasgresión de principios 

axiales de nuestro ordenamiento constitucional, entre otros, la 

transparencia, la publicidad, la imparcialidad, así como el respeto por las 

legítimas expectativas de los concursantes. En consecuencia, las normas 

de la convocatoria sirven de auto vinculación y autocontrol porque la 

administración debe “respetarlas y que su actividad, en cuanto a la 

selección de los aspirantes que califiquen para acceder al empleo o 

empleos correspondientes, se encuentra previamente regulada”26 Es por 

ello que en la sentencia C- 1040 de 200727, reiterada en la C-878 de 

200828, se sostuvo: 

“[...] el principio de transparencia de la actividad administrativa se empaña si 

en contravía de las legítimas expectativas del aspirante, su posición en el 

concurso se modifica durante su desarrollo; el principio de publicidad (art. 

209 C.P.) se afecta si las reglas y condiciones pactadas del concurso se 

modifican sin el consentimiento de quien desde el comienzo se sujetó a ellas; 

los principios de moralidad e imparcialidad (ídem) de la función 

administrativa se desvanecen por la inevitable sospecha de que un cambio 

sobreviniente en las reglas de juego no podría estar motivado más que en el 

interés de favorecer a uno de los concursantes; el principio de confianza 

legítima es violentado si el aspirante no puede descansar en la convicción 

de que la autoridad se acogerá a las reglas que ella misma se comprometió 



 

a respetar; se vulnera el principio de la buena fe (art. 83 C.P.) si la autoridad 

irrespeta el pacto que suscribió con el particular al diseñar las condiciones en 

que habría de calificarlo; el orden justo, fin constitutivo del Estado (art. 22 

C.P.), se vulnera si la autoridad desconoce el código de comportamiento 

implícito en las condiciones de participación del concurso, y, en fin, distintos 

principios de raigambre constitucional como la igualdad, la dignidad humana, 

el trabajo, etc., se ven comprometidos cuando la autoridad competente 

transforma las condiciones y requisitos de participación y calificación de un 

concurso de estas características. Adicionalmente, el derecho que todo 

ciudadano tiene al acceso a cargos públicos, consagrado en el artículo 40 

constitucional, se ve vulnerado si durante el trámite de un concurso abierto, 

en el que debe operar el principio de transparencia, se modifican las 

condiciones de acceso y evaluación..." 

De la misma manera, en sentencia C-588 de 200929 se afirmó 

categóricamente que en el desarrollo de un concurso público de méritos 

“cuando se fijan en forma precisa y concreta cuáles son las condiciones que 

han de concurrir en los aspirantes y se establecen las pautas o 

procedimientos con arreglo a los cuales se han de regir los concursos, no 

existe posibilidad legítima alguna para desconocerlos”. 

En ese sentido, es claro que las reglas del concurso son invariables tal como lo reiteró 

esta Corporación en la sentencia SU-913 de 2009 al señalar “…resulta imperativo 

recordar la intangibilidad de las reglas que rigen las convocatorias de los concursos 

públicos para acceder a cargos de carrera en tanto no vulneren la ley, la Constitución 

y los derechos fundamentales en aras de garantizar el derecho fundamental a la 

igualdad, así como la inmodificabilidad de las listas de elegibles una vez éstas se 

encuentran en firme como garantía de los principios de buena fe y confianza legítima 

que deben acompañar estos procesos.” 

30. Es indiscutible, entonces, que las pautas del concurso son inmodificables y, en 

consecuencia, a las entidades no le es dado variarlas en ninguna fase del proceso, por 

cuanto se afectarían principios básicos de nuestra organización, como derechos 

fundamentales de los asociados en general y de los participantes en particular. 

 

El CONSEJO DE ESTADO CP: LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO el 24 de febrero 
2014 con radicado 08001233300020130035001, se manifestó respecto de la 
Procedencia de la acción de tutela para controvertir decisiones adoptadas en el 
marco de un Concurso Público, así: posibilidad del ejercicio de la acción de tutela para 
reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección 
inmediata de los derechos fundamentales en los casos en que estos resultaren 
vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública 
siempre y cuando el afectado, conforme lo establece el artículo 6° del Decreto 2591 de 
1991, no disponga de otro medio de defensa judicial, a menos que la referida acción se 
utilice como mecanismo transitorio en aras de evitar un perjuicio irremediable. En materia 
de concursos públicos, si bien en principio podría sostenerse que los afectados por una 
presunta vulneración de sus derechos fundamentales pueden controvertir las decisiones 
tomadas por la administración - las cuales están contenidas en actos administrativos de 



 

carácter general o de carácter particular -, mediante las acciones señaladas en el Código 
Contencioso Administrativo, se ha estimado que estas vías judiciales no son siempre 
idóneas y eficaces para restaurar los derechos fundamentales conculcados. Al respecto, 
en la sentencia T-256/95 (MP Antonio Barrera Carbonen), decisión reiterada en 
numerosos fallos posteriores, sostuvo: "La provisión de empleos públicos a través de la 
figura del concurso, obedece a la satisfacción de los altos intereses públicos y sociales 
del Estado, en cuanto garantiza un derecho fundamental como es el acceso a la función 
pública, realiza el principio de igualdad de tratamiento y de oportunidades de quienes 
aspiran a los cargos públicos en razón del mérito y la calidad y constituye un factor de 
moralidad, eficiencia e imparcialidad en el ejercicio de la función administrativa. Por lo 
tanto, la oportuna provisión de los empleos, con arreglo al cumplimiento estricto de las 
reglas del concurso y el reconocimiento efectivo de las calidades y el mérito de los 
concursantes asegura el buen servicio administrativo y demanda, cuando se presenten 
controversias entre la administración y los participantes en el concurso, de decisiones 
rápidas que garanticen en forma oportuna la efectividad de sus derechos, más aún 
cuando se trata de amparar los que tienen e/ carácter de fundamentales. De otro lado, el 
reiterado criterio de la Sala apunta a que tratándose de acciones de tutela en las que se 
invoque la vulneración de derechos fundamentales al interior de un concurso de méritos 
en desarrollo, su procedencia es viable a pesar de la existencia de otros medios de 
defensa judicial, teniendo en cuenta la agilidad con que se desarrollan sus etapas, frente 
a las cuales el medio principal de protección dispuesto por el ordenamiento jurídico no 
garantiza la inmediatez de las medidas que llegaren a necesitarse para conjurar el 
eventual daño ocasionado a los intereses de quien acude en tutela, si llegare a 
demostrarse la violación de los derechos reclamados.  
 

PRETENSIONES 
 

Con apoyo en todo cuanto se ha dejado dicho, sirva, Señor Juez, acceder a las 

siguientes peticiones:  

Primera-. TUTELAR el derecho fundamental constitucional de petición,Trabajo 

digno, al libre acceso a cargos públicos, al mérito y a la función pública.  

Segundo: ORDENAR a COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL-CNSC 

y a la UNIVERSIDAD LIBRE, la comparación de las respuestas correctas dadas 

por ellos con lo estipulado en los artículos: SEXTO, OCTAVO, y NOVENO, de 

la reclamación que radiqué en los días estipulados para ello. 

Tercero: ORDENAR a COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL CNSC y 

a la UNIVERSIDAD LIBRE, revisar y ajustar la calificación asignada, teniendo 

en cuenta, la cantidad de respuestas correctas, sobre el total de preguntas; ya 

que, previamente no se le dió a conocer a los participantes del concurso, la 

fórmula matemática que se apliucaría para calificar dicha prueba.  

PRUEBAS 
 

 

    Acuerdo 2168 del 2021. 

    Acuerdo 297 de 2022. 

Acuerdo 136 de 2022.  

Anexo especificaciones proceso de selección 2150 a 2237 de 2021.  

Decreto 1278 de junio 19 del 2022 

Guía de orientación aspirante población mayoritaria.  

Citación a prueba escrita de aptitud y competencias básicas y prueba psicoténcica.  



 

Resultado de las pruebas de aptitud y competencias básicas y psicoténica.  

Citación para acceso al material de la prueba.   

Reclamación contra los resultados de la prueba escrita.  

Respuesta al radicado de dicha reclamación. 

Para probar lo expuesto en el artículo NOVENO, solicito que se decrete la prueba de 
oficio de la hoja de respuesta física. Inscripción ID: 476534989 de la aspirante 
Magloide Palacios Valoyes con C.C 35601822; la cual reposa en poder de la CNSC 
y la Universidad Libre.  

 

COMPETENCIA 

 

Es usted Señor Juez competente para conocer del asunto, por la naturaleza de 

los    hechos, por tener jurisdicción en el domicilio de la entidad accionada y de 

conformidad con lo dispuesto en el Decreto 1382 de 2000. 

DECLARACIÓN 
JURADA 

 

Atendiendo lo dispuesto por el Decreto 2591 de 1991, en su artículo 37, bajo la 

gravedad del juramento declaro que por estos mismos hechos e invocando 

iguales  derechos y en contra de la misma autoridad, no se ha promovido por mi 

parte otra Acción de Tutela. 

NOTIFICACIONES 
 

Para los efectos de rigor, manifiesto que las notificaciones, en este asunto, 

pueden  cumplirse de la siguiente manera: 

El accionante en el correo: maglopalavalo@gmail.com   

Teléfono: 3122220168 

       Las Accionadas, COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL  

       Correo de notificaciones judiciales: notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co   

      Universidad Libre: juridicaconvocatorias@unilibre.edu.co y   

diego.fernandez@unilibre.edu.co  

  Del Señor Juez, 

 

______________________________ 

MAGLOIDE PALACIOS VALOYES 

  C.C. 35.601.822 
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